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Expediente: PI 1219
Actor: CESAR ALBERTO SIERRA AVELLANEDA

CONSEJO DE ESTADO

SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
Consejero Ponente (E): MAURICIO FAJARDO GÓMEZ

Bogotá, veintiocho (28) de septiembre de dos mil diez (2010)

Referencia:  
       
Expediente número 

Radicación No.  

11001-03-15-000-2009-01219-00

Convocante:      

CESAR ALBERTO SIERRA AVELLANEDA
Convocado:        

LUÍS FELIPE BARRIOS BARRIOS
Naturaleza:         

Auto que resuelve una petición
Procede la Sala a pronunciarse sobre la solicitud formulada por el señor Luís Felipe Barrios Barrios, en relación con la sentencia proferida por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo el 27 de julio de 2010.
I. ANTECEDENTES

1. La Sala, por medio de la sentencia respecto de la cual se plantea la solicitud, decidió lo siguiente:
“1. DECRÉTASE la pérdida de investidura del Representante a la Cámara Luís Felipe Barrios Barrios, solicitada por el señor César Alberto Sierra Avellaneda, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

2. Comuníquese la presente decisión al Ministerio del Interior y de Justicia, al Consejo Nacional Electoral y a la Mesa Directiva de la Cámara de Representantes” (fols. 380 c. ppal.). 
2. La sentencia fue notificada a las partes por edicto fijado el 2 de agosto de 2010 y desfijado el 4 de agosto de 2010 (Fol. 383 del c. ppal).

3. El 9 de agosto de 2010 el señor LUÍS FELIPE BARRIOS BARRIOS, obrando en nombre propio, presentó un escrito de cuyo texto la Sala destaca lo siguiente:

3.1 “Solicito se aclare la parte motiva, respecto a su frase 

(…)

Que el demandado siendo miembro del partido Cambio Radical fue sancionado” indicándose con precisión que esa sanción se dicto por el Partido Cambio Radical, cuando yo ‘era miembro del Partido Social de Unidad Nacional, Partido de la U’”.
Afirmó que dicha frase es confusa, contradictoria y falsa porque no coincide con lo probado dentro del proceso, porque: i) el 30 de agosto de 2009 el Director Único del Partido Social de Unidad Nacional, Partido de la “U”, expidió la Resolución 247 por medio de la cual aceptó el ingreso a ese Partido Político del representante Luís Felipe Barrios Barrios; ii) el 31 de agosto de 2009, radicó ante el Partido Cambio Radical, carta de renuncia fechada el día anterior.

3.2.  “Solicito respetuosamente se aclare, la frase ‘… que el demandado … fue sancionado por éste con la privación del derecho al voto en aplicación de lo previsto en el artículo 108 de la Constitución, mediante el pronunciamiento 027 del 31 de agosto’, aclarando que ese pronunciamiento 027 dictado por el Partido Cambio Radical, ‘ quedo (sic) sin efecto alguno en lo que respecta exclusivamente con el Representante Luís Felipe Barrios Barrios’, conforme se estipulo (sic) en el artículo 2 del fallo de tutela del 25 de noviembre de 2009.”
Al efecto manifestó que la sanción impuesta por el Partido Cambio Radical se dejó sin efecto mediante providencia del 25 de noviembre de 2009.

3. 3. Solicitó se aclare el siguiente aparte de la sentencia:

“(…) que el Presidente de la Cámara de Representantes consideró que los Congresistas, dentro de los cuales está el Representante Barrios Barrios, podían participar en el debate y en la votación del orden del día correspondiente, en consideración a que la sanción impuesta por el Partido Cambio Radical se produjo el 31 de agosto de 2009, en tanto que ellos habían ingresado al Partido de la U el 30 de agosto anterior.”
El peticionario argumentó que nunca se discutió la existencia o validez de la sanción impuesta por el Partido Cambio Radical, como tampoco si la misma impedía o no a los presuntos afectados participar en el debate.

3. 4. Solicitó la aclaración de la siguiente parte del fallo: 

“Está acreditado también que la decisión del Presidente de la Cámara de Representantes fue apelada por el Representante Jorge Julián Silva Meche, quien alegó que los congresistas no pertenecían al Partido de la U porque no se habían desvinculado formalmente del Partido Cambio Radical, como quiera que no obraba constancia de que la renuncia presentada por ellos les hubiese sido aceptada por éste.”
En relación con la anterior petición explicó lo siguiente:

“Bajo tal consideración, solicito se ACLARE este aparte del fallo, en el sentido de precisar que el argumento central de la apelación, como era que la renuncia al partido debía estar acompañada del acto de aceptación de la misma, perdió toda validez por virtud no solo (sic) del tenor literal del parágrafo transitorio del Acto Legislativo No. 01 de 2009, sino también de lo dicho a posteriori por la Sentencia C-303 de 2010.

Por todo lo expuesto y a mi modesto modo de ver y con el debido respeto lo expreso, existió la incongruencia entre los hechos probados y los análisis hechos por la Corporación en sus planteamientos –de la contradicción se hablará adelante-, que constituyen la parte motiva o considerativa de su sentencia que antecede a la parte resolutiva, por cuanto:

I. No se hizo un detenido y concienzudo análisis de las pruebas aportadas a la actuación que, de haberse efectuado, habrían llevado a la indubitable conclusión de que la presunta sanción impuesta al suscrito por Cambio Radical el 31 de agosto de 2009, se hizo cuando ya, de una parte, había dejado de ser miembro de ese Partido por renuncia legalmente presentada el mismo día en las horas de la mañana (que no era obligatoria de conformidad con lo indicado por el Acto Legislativo 01 de 2009, Artículo 1, Parágrafo Transitorio), y en virtud de la aceptación de mi ingreso al Partido de la U comunicada el día anterior, o sea, el 30 del mismo mes y año.

II. Se partió de la premisa equivocada, afirmándolo sin argumentación válida alguna, de dar por establecido o probada que –por haber instaurado una acción de tutela contra decisión inconstitucional e ilegal, como se reconoció en el fallo que le puso término-, el retiro de Cambio Radical e ingreso al Partido de la U, en ejercicio de una facultad concedida o reconocida por la Carta Política, tuvo por objeto eludir una sanción.

III. Distinguiendo entre interés privado o particular e interés público, para reafirmar algo sumamente aceptado y reiterado por la jurisprudencia y la doctrina –el interés público prevalece sobre el particular-, la H. Sala incurre en contradicción sobre el particular pues, al paso que en un párrafo afirma que concurrían el interés privado con el interés público, en otro aparte de la misma parte considerativa, sostiene que existió una colisión o conflicto entre ellos. Permítanme hacer la trascripción, así:

‘Está igualmente demostrada la concurrencia
 de ese interés directo, particular y actual, con el interés público que se realiza mediante el ejercicio legítimo de la función legislativa.

(…)

Están por tanto presentes los explicados elementos que determinan el conflicto de intereses toda vez que se produjo la colisión
 entre el señalado interés directo del Congresista y el interés público; y se acreditó incluso un elemento subjetivo que, si bien no ha sido uniformemente exigido por la Sala Plena de esta Corporación, lo cierto es que se configuró claramente en el presente caso y se demostró fehacientemente.’

Para el suscrito, Pastor de una Congregación Cristiana de carácter nacional e internacional, y como conferencista en temas relacionados con la familia, liderazgo y valores civiles, es fundamental definir estos aspectos, para conocimiento pleno de la comunidad a que pertenezco y de ahí mi solicitud comedida, pues no es lo mismo que los intereses públicos y privados de un congresista coincidan en el tiempo a que choquen entre sí; la lectura es diferente y por ende conllevan efectos jurídicos disímiles.

IV. Por otra parte, se toma una decisión fundada en una concepción o criterio jurisprudencial contrario al adoptado en sentencia de 23 de marzo de 2010, proceso de pérdida de investidura de Habib Merheg, consejero ponente Doctor Hugo Fernando Bastidas, pues en este fallo se llegó a la conclusión de que la omisión de declarar un eventual conflicto de intereses no es causal de pérdida de investidura, sino una falta disciplinaria, tipificada en el Código Disciplinario Único, lo cual en el caso del suscrito tendría más fundamento que en el del citado Senador, por cuanto es de incontrovertible lógica y aceptación jurídica que si un servidor público, como lo es un congresista, encuentra que está siendo atropellado por una organización política por el ejercicio del derecho a disentir, en razón de que i) se le violó el derecho constitucional fundamental al debido proceso, desde los aspectos del derecho de audiencia y defensa, y ii) por no ser ya destinatario posible de la decisión sancionatoria por haber renunciado a su calidad de miembro activo de la colectividad política y haber ingresado a otra, es claro, entonces, que no solamente tiene –como la tuvo el suscrito– la convicción que no existe o existió motivo válido para declararse impedido, sino igualmente para controvertir ante el juez competente, como lo hice, mediante el ejercicio de una acción constitucional, la inconstitucionalidad e ilegalidad de la decisión y la consiguiente violación de mis derechos. 

En otras palabras, esa Sala Plena se está arrogando la facultad de decidir sobre (sic) que me correspondía decidir, sobre mi convicción fundamentada, de que esa apelación era inocua y fútil, nacida de una errada lectura de la norma constitucional contenida en el parágrafo transitorio del artículo 1 del A. L. 01 de 2009, puesto que su tenor literal que preveía la INSCRIPCIÓN al nuevo partido como acto de voluntad no atado a aceptación de renuncia por tercero alguno, no permitía camino alguno a la absurda tesis expuesta por el apelante en el sentido que “..el procedimiento para aceptar una renuncia; y aquí Presidente, le digo una cosa, aquí el Partido tiene plazo desde mi punto de vista y mi análisis, hasta el día 14 de septiembre para manifestar su voluntad. Si el día 14 de septiembre no se pronuncia, ellos van y pueden hacer parte del Partido de la U. Mientras tanto Presidente deben esperar la decisión de aceptación de su renuncia”. 
Por todo lo expuesto, recabo la aclaración de la sentencia de marras, en tanto que lo arriba expuesto refiriéndose a la parte considerativa de la decisión, tiene una incidencia directa con su resolutiva y recalcando que no sólo están de por medio mi derecho fundamental a ser elegido, sino los del debido proceso, el buen nombre y el de igualdad, este último desconocido en relación con la decisión adoptada en el caso del senador Habib Merheg, entre otros.” (fols. 387 a 399 c. ppal.).
CONSIDERACIONES:
1. Consideración previa. 

La Sala encuentra procedente analizar la solicitud que elevó el señor Luís Felipe Barrios Barrios -en nombre propio- de conformidad con lo previsto en el numeral primero del artículo 28 del Decreto Ley 196 de 1971, a cuyo tenor:

“Artículo 28: Por excepción se podrá litigar en causa propia sin ser abogado inscrito. En los siguientes casos:

1. En ejercicio del derecho de petición y de las acciones públicas consagradas por la Constitución y las leyes. (Resaltado fuera de texto)”
Al respecto la Corte Constitucional expresó:

“Así, pues, el artículo 28 del Decreto 196 de 1971 se ocupa de establecer algunos de los supuestos en los que, por excepción a la regla general, se puede litigar en causa propia sin ser abogado inscrito. De acuerdo con esta norma, la primera de las hipótesis corresponde a la del ejercicio del derecho de petición y de las acciones públicas consagradas por la Constitución y las leyes –entre ellas la acción de tutela, la acción pública de inconstitucionalidad, las acciones populares, la de destrucción de obra que amenaza ruina, la remoción de tutores y curadores-. Sobre esta disposición no sobra advertir que en lo que toca con las acciones públicas no cabe entender que la intervención sin la representación de un abogado se hace ‘en causa propia’ pues la pretensión no está dirigida a satisfacer el interés individual de quien la promueve, sin perjuicio de que ese sea un resultado mediato.”

Así mismo, la Corte Constitucional ha resaltado la condición de acción pública de la acción de pérdida de investidura:

“La acción pública de pérdida de la investidura de congresista es una institución jurídica de orden constitucional y carácter judicial, mediante la cual cualquier ciudadano, o la mesa directiva de la Cámara correspondiente, pueden solicitar al Consejo de Estado que, en un término no mayor de veinte días, se decrete la pérdida de la investidura de un congresista (artículo 184; CP). Las causales están fijadas en la propia Constitución (artículo 183 C.P.), aunque pueden ser desarrollados por el legislador
.”
En pronunciamiento posterior, la Corte Constitucional manifestó:

“La opción de presentar acciones públicas de pérdida de investidura, -sin mayores restricciones que las que fija el orden constitucional y legal -, resulta ser un derecho político fundamental en una democracia participativa en la cual todo ciudadano puede participar en ‘la conformación, ejercicio y control del poder político’ e ‘interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y de la ley’, de acuerdo al artículo 40 de la Constitución
.” 

Como quiera que la acción de pérdida de investidura está comprendida dentro de la categoría de las acciones públicas, la Sala procede al análisis del escrito que el señor Barrios Barrios presentó en su propio nombre.

2. La aclaración de providencias judiciales.
La aclaración de providencias judiciales se encuentra regulada en el artículo 309
 del Código de Procedimiento Civil, así:
“La sentencia no es revocable ni reformable por el Juez que la pronunció. Con todo, dentro del término de la ejecutoria, de oficio o a solicitud de parte, podrán aclararse en auto complementario los conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, siempre que estén contenidas en la parte resolutiva de la sentencia o que influyan en ella.

La aclaración de auto procederá de oficio dentro del término de su ejecutoria, o a petición de parte presentada dentro del mismo término.

El auto que resuelva sobre la aclaración no tiene recursos.”

Del anterior precepto legal se infiere, sin lugar a la menor hesitación, que la aclaración de la sentencia procede para dar explicación a los conceptos o frases que ofrezcan motivo de duda, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

. Que la solicitud de aclaración se formule dentro del término de ejecutoria de la providencia;
. Que se señale expresamente el concepto o frase de la providencia que ofrezca “verdadero motivo de duda”;
. Que la frase o concepto dudoso se encuentre en la parte resolutiva de la providencia o en la parte motiva pero, en este último caso, que influya en ella;
Resulta igualmente importante destacar lo expuesto por esta Corporación en relación con el contenido del citado artículo 309, en particular la precisión según la cual no es dable modificar la sentencia so pretexto de corregirla o adicionarla, pues estas facultades están sometidas a estrictas condiciones legales:
“No es posible deducir de las normas del Código de Procedimiento Civil, que las solicitudes de aclaración y corrección de sentencias de única instancia puedan merecer el tratamiento de recursos como lo entendió el Tribunal en el laudo aclaratorio y correctivo. Por el contrario, el artículo 309 del estatuto procesal civil establece que los jueces no pueden revocar o reformar sus sentencias, y no hace diferencia alguna en cuanto al tipo de proceso, vale decir que ellos sean de única o doble instancia. Además, determina que el juez puede aclarar y corregir sus providencias, mediante un auto complementario, no mediante una nueva sentencia. 

Tampoco es posible confundir la posibilidad de aclarar y corregir una providencia, con la de revocarla o reformarla, como lo pretende el Tribunal. Efectivamente, aclarar, según se desprende del propio artículo 309 significa explicar ‘conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda”, siempre que estén presentes en la parte resolutiva de la sentencia o que influyan en ella, pero jamás puede implicar cambios de fondo en la providencia. En el mismo sentido, la corrección sólo se dirige a resolver yerros aritméticos - como la equivocación en una operación aritmética, la discordancia en números, o la aplicación equivocada de una fórmula- o errores en las palabras – porque se omitan o alteren-, por lo que tampoco puede llegarse, por este camino, a la modificación sustancial de lo decidido.”
 (Se subraya ahora).

3. La “Solicitud de Aclaración” en el caso concreto.
El peticionario pretende una revisión de las consideraciones expuestas por la Sala Plena en la sentencia por medio de la cual decidió decretar la pérdida de su investidura como congresista.
Mediante una simple comparación entre lo previsto en el precitado artículo 309 del Código de Procedimiento Civil y en el escrito de la mal titulada “solicitud de aclaración”, se advierte que éste último comprende una materia que escapa a la contenida en la indicada norma legal.
La petición en estudio no contiene un señalamiento expreso de un concepto o de una frase de la providencia que ofrezca “verdadero motivo de duda”, como tampoco indica al efecto la frase o el concepto dudoso de la parte resolutiva de la providencia o de la parte motiva que influya en ella.
La Sala encuentra que el solicitante espera una revisión de las pruebas obrantes en el proceso, esto es un nuevo análisis sobre los problemas jurídicos que se plantearon y, por ende, una modificación de la decisión adoptada por la Sala, aspectos radicalmente distintos a los comprendidos dentro de los supuestos jurídicos de la norma que regula la aclaración de las sentencias.

Por todo lo anterior la Sala negará la “aclaración” solicitada por el señor Luís Felipe Barrios Barrios.

Así mismo se pone de presente que el 9 y el 20 de septiembre de 2010, el señor Luis Felipe Barrios Barrios allegó al expediente 3 memoriales mediante los cuales solicitó: i) sea tenida en cuenta, “para lo pertinente”, la Resolución No. 1957 de agosto 26 de 2010, proferida por el Consejo Nacional Electoral, de la cual allegó copia simple y ii) sea tenido en cuenta “el escrito de contestación de demanda presentado el 13 de septiembre de 2010 por el también Representante a la Cámara JOSÉ IGNACIO BERMUDEZ SÁNCHEZ, persona a quien en esta misma Corporación se le sigue el proceso de pérdida de investidura No. 2010-00785 (…)”, con el objetivo de que los argumentos expuestos en dicho expediente sean considerados en esta ocasión, por la similitud que en el fondo guardarían los dos casos; de ese escrito también se allegó copia simple. Al respecto se precisa que la Sala Plena no hará pronunciamiento de fondo alguno, toda vez que esta no es la oportunidad procesal para allegar al plenario medios de prueba o para formular o ampliar sus alegaciones, puesto que según se desprende del texto de los memoriales remisorios, con ello se busca la revocatoria del fallo proferido en julio 27 de 2010, lo cual no resulta procedente por esta vía ni en esta etapa procesal.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala Plena de lo Contencioso Administrativo,

RESUELVE

1. NIÉGASE la “aclaración” de la sentencia proferida por la Sala el 27 de julio de 2010, solicitada por el señor Luís Felipe Barrios Barrios, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 
2. COMUNÍQUESE la presente decisión al Ministerio del Interior y de Justicia, al Consejo Nacional Electoral y a la Mesa Directiva de la Cámara de Representantes.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE.
MAURICIO FAJARDO GÓMEZ

Presidente
GLADYS AGUDELO ORDOÑEZ

             VICTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA

HERNÁN ANDRADE RINCÓN                                              GERARDO ARENAS MONSALVE
HUGO FERNANDO BASTIDAS BARCENAS                  MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA
SUSANA BUITRAGO VALENCIA                                              STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO
RUTH STELLA CORREA PALACIO 

                     MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ
ENRIQUE GIL BOTERO 




             WILLIAM GIRALDO GIRALDO
GUSTAVO E. GÓMEZ ARANGUREN


            MARÍA NOHEMÍ HERNÁNDEZ PINZÓN

FILEMÓN JIMÉNEZ OCHOA

                               CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ

RAFAEL E. OSTAU DE LAFONT PIANETA                                 BERTHA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ 

MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO                                                           MAURICIO TORRES CUERVO

OLGA MÉLIDA VALLE DE LA HOZ                             

   ALFONSO VARGAS RINCÓN
MARCO ANTONIO VELILLA MORENO

              LUÍS RAFAEL VERGARA QUINTERO
JUAN ENRIQUE BEDOYA ESCOBAR
Secretario General

� Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua, Dispone en línea [www.http://www.rae.es/]: Concurrencia. (De concurrente). 1. f. Acción y efecto de concurrir. 2. f. Conjunto de personas que asisten a un acto o reunión. 3. f. Coincidencia, concurso simultáneo de varias circunstancias. 4. f. Asistencia, participación.


� CfrV Colisión. (Del lat. Collisio, -0busm de cikkudére, chocar, rozar). 1. f. Choque de dos cuerpos 2. f. Rozadura o herida hecha a consecuencia de ludir y rozarse una cosa con otra. 3. f. Oposición pugna de ideas, principios o intereses, o de las personas que los representan.


� Corte Constitucional T-020 del 25 de enero de 2006. M. P. Dr. Rodrigo Escobar Gil.


� Corte Constitucional SU 1159 del 4 de diciembre de 2003. M. P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.


� Corte Constitucional  T 086 del 8 de febrero de 2007. M. P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.


� Modificado por el artículo 1º, mod. 139 del Decreto extraordinario 2282 de 1989.


� Sentencia proferida por la Sección Tercera el 4 de julio de 2002; expediente 21.217; actor: Ministerio de Minas y Energía, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Procuraduría General de la Nación y Empresa de Energía del Pacífico S.A. E.S.P. (EPSA).C.P. Dr. Alier Hernández E.
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